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Diario Oficial de la Federación. 
 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
El pasado 27 de enero, se da a conocer el 
Anexo 16-A de la Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2025, que contempla los instructivos de 
integración y de características, los formatos 
guía para la presentación del dictamen de 
estados financieros, para efectos fiscales 
emitido por contador público inscrito, y de los 
cuestionarios relativos a la revisión efectuada 
por el contador público, por el ejercicio fiscal 
del 2024, utilizando el Sistema de Presentación 
del Dictamen 2024 (SIPRED’2024) Tipo II. 
 
Del contenido del mismo se desprende: 
 

- Instructivo para la integración y 
presentación del dictamen de estados 
financieros para efectos fiscales emitido 
por contador público inscrito, por el 
ejercicio fiscal del 2024, utilizando el 
sistema de presentación del dictamen 
2024 (SIPRED 2024). 

- Instructivo de características para el 
llenado y presentación del dictamen de 
estados financieros para efectos 
fiscales emitido por contador público 
inscrito, por el ejercicio fiscal del 2024, 
utilizando el sistema de presentación del 
dictamen 2024 (SIPRED’2024). 

- Instructivos aplicables a: 
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a. Instituciones de crédito, 
b. Instituciones de seguros y fianzas, 
c. Casas de bolsa, 
d. Sociedades controladoras de grupos financieros, 
e. Los establecimientos permanentes de residentes en el extranjero, 
f. Sociedades integradoras e integradas 
g. Banco de México. 

 
 
Fuente: https://dof.gob.mx/2025/SHCP/SHCP_02_270125.pdf 
 
 
Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial. 
 
Se publica el 30 de enero de 2025, Acuerdo mediante el cual el IMPI suspende de 
manera definitiva los servicios que se prestaban por esta institución en su Oficina 
Regional Bajío con sede en León, Estado de Guanajuato, por lo que los trámites que 
se podrán presentar las solicitudes o promociones respectivas en las oficinas del 
Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial con domicilio en la Ciudad de México, 
en cualquiera de sus Oficinas Regionales o a través de los medios establecidos en 
el artículo 5o BIS del Reglamento de la Ley de la Propiedad Industrial. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5748084&fecha=30/01/2025#gsc.
tab=0 
 
Criterios del Poder Judicial de la Federación. 
 

Registro digital: 2029859 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 6/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECONVENCIÓN EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL ORAL. EL 
ARTÍCULO 1390 TER 3 DEL CÓDIGO DE COMERCIO QUE LA RESTRINGE NO 
VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

 

Hechos: Una institución bancaria promovió juicio ejecutivo mercantil oral en el que 
demandó de diversas personas el cumplimiento de un contrato de crédito simple. 
Una de las demandadas formuló reconvención, la cual no fue admitida por la 
persona juzgadora del conocimiento al considerar que, de conformidad con el 

https://dof.gob.mx/2025/SHCP/SHCP_02_270125.pdf
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5748084&fecha=30/01/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5748084&fecha=30/01/2025#gsc.tab=0
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artículo 1390 Ter 3 del Código de Comercio, ese acto procesal es incompatible con 
la naturaleza del juicio. Contra esa determinación, la demandada promovió amparo 
directo en el que cuestionó la constitucionalidad de la norma al estimar que limita el 
derecho de acceso a la justicia. El Tribunal Colegiado de Circuito negó la protección 
constitucional solicitada; en desacuerdo, la persona quejosa interpuso recurso de 
revisión. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 1390 Ter 3 del Código de Comercio que no admite la 
reconvención en el juicio ejecutivo mercantil oral no vulnera el derecho de acceso a 
la justicia, ya que esa restricción resulta razonable atendiendo a la naturaleza y 
características de los procedimientos que se fundan en documentos que traen 
aparejada ejecución. 

 

Justificación: Los juicios ejecutivos mercantiles, incluido el que se tramita en vía oral, 
son procedimientos sumarios cuya finalidad radica en el cobro de créditos que 
constan en algún título que tiene fuerza suficiente para considerarse, por sí mismo, 
prueba preconstituida del adeudo, por lo cual no tiene como propósito resolver 
derechos dudosos o controvertidos, sino materializar los que aparecen reconocidos 
por actos o en títulos de tal fuerza que constituyen una presunción iuris tantum de 
que el derecho reclamado es legítimo y está suficientemente demostrado. Las 
excepciones y defensas dirimidas en esos juicios sólo se relacionan con el 
documento base de la acción, por lo cual no puede quedar abierta la posibilidad de 
que la parte demandada se defienda por cualquier medio, sino sólo con aquellas 
que desvirtúen la naturaleza del documento base de la acción. 

En ese sentido, como la reconvención consiste en una acción autónoma e 
independiente de la pretensión principal que dio origen al juicio, su admisión 
implicaría que la relación procesal adquiriera un nuevo contenido, lo que 
desnaturalizaría el juicio ejecutivo mercantil oral que no sólo se ocuparía de la 
literalidad del documento y del derecho de crédito que en él se contiene, sino 
también de la nueva pretensión que se hace valer. 

La restricción al derecho de reconvenir en un juicio ejecutivo mercantil oral no impide 
que la pretensión intentada pueda hacerse valer en un juicio diverso. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 4828/2023. 6 de noviembre de 2024. Cinco votos de los 
Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Carlos Adrián López Sánchez. 

 

Tesis de jurisprudencia 6/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de enero de dos mil veinticinco. 

 

Registro digital: 2029855 
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral, Común 

Tesis: I.10o.T.19 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

DESIGNACIÓN DE BENEFICIARIOS Y SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE 
FONDOS DE LA CUENTA INDIVIDUAL DE LA PERSONA TRABAJADORA 
FALLECIDA. LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA LABORAL ÚNICAMENTE 
RESPECTO DE LA PRIMERA, ES IMPUGNABLE EN AMPARO DIRECTO COMO 
VIOLACIÓN PROCESAL. 

 

Hechos: La hermana de una persona trabajadora fallecida solicitó al Tribunal 
Laboral ser designada beneficiaria y demandó la devolución de los fondos existentes 
en la cuenta individual de la de cujus. El tribunal la previno para que exhibiera la 
constancia de no conciliación prejudicial respecto de los demandados, con el 
apercibimiento que de no hacerlo remitiría copia de las actuaciones al Centro 
Federal de Conciliación y Registro Laboral, el cual hizo efectivo y admitió la 
demanda únicamente por la solicitud de designación de beneficiarios. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la admisión de 
la demanda laboral respecto de la designación de beneficiarios y no en cuanto a la 
devolución de fondos de la cuenta individual de la persona trabajadora fallecida, 
cuando se reclaman ambas, es impugnable en amparo directo como violación 
procesal. 

 

Justificación: La no admisión de la demanda laboral respecto de todas las 
prestaciones no actualiza la excepción para la procedencia del amparo indirecto 
contra actos de imposible reparación dictados dentro de un procedimiento, esto es, 
la existencia de una afectación material a derechos sustantivos, ya que no puede 
considerarse de ejecución irreparable, sino como una violación de carácter adjetivo, 
pues aunque en la sentencia definitiva no se ocupe de lo desechado, ésta será 
impugnable en amparo directo como violación procesal, en términos de los artículos 
170, fracción I, 171 y 172, fracción XII, de la Ley de Amparo y, de prosperar, podría 
dar lugar a la reposición del procedimiento, para subsanar la afectación resentida 
en el juicio. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Amparo directo 973/2023. Laura Ortega Alfaro. 15 de febrero de 2024. Unanimidad 
de votos. Ponente: Gilberto Romero Guzmán. Secretaria: Ivonne Karina Soto 
Sánchez.  

 

Criterios del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

 

JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-128 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

CAUSALES DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO PLANTEADAS EN 
ALEGATOS. SON SUSCEPTIBLES DE ESTUDIO SIEMPRE QUE SE RESPETE 
EL DERECHO DE CONTRADICCIÓN DE LA PARTE ACTORA.-  

De conformidad con lo previsto en el artículo 8°, último párrafo, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, la procedencia del juicio será examinada 
aun de oficio, de lo que se colige que el análisis de las cuestiones planteadas en 
alegatos relacionadas con la improcedencia y sobreseimiento del juicio resulta 
obligatorio, al ser la procedencia una cuestión de orden público que incluso debe 
ser analizada de oficio, cuanto más si las partes la proponen, supuesto en el cual, 
deberá respetarse el derecho de contradicción de la parte actora, por lo que en caso 
de acompañarse a los alegatos prueba superveniente como soporte de la causal 
hecha valer deberá corrérsele traslado de la misma, con fundamento en el artículo 
40, tercer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
a fin de que en un plazo de cinco días se pronuncie en relación a la admisibilidad o 
no de la documental superveniente y esté en posibilidad de objetar su contenido, 
valor y alcance probatorio; asimismo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
17, fracción IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
aplicado por equidad procesal, deberá concederse plazo de diez días hábiles a la 
parte actora, contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la 
notificación del proveído por el cual se comunique la causal hecha valer en alegatos, 
para que formule su ampliación de demanda respecto de los aspectos novedosos 
introducidos en los alegatos como sustento de la causal de improcedencia y 
sobreseimiento hecha valer, pudiendo formular conceptos de invalidez y ofrecer 
pruebas para impugnar las cuestiones novedosas. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/32/24) 

 

JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-2aS-64 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN DETERMINACIÓN PRESUNTIVA 
ESTABLECIDA EN LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 59 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN.- LOS ORIGINALES O COPIAS DE LOS PAGARÉS 
CARECEN DE VALOR PROBATORIO PLENO PARA DEMOSTRAR UN 
CONTRATO DE MUTUO VERBAL O ESCRITO.-  

Conforme al derecho mercantil los títulos de crédito pueden ser causales o 
abstractos; así en los primeros se hace referencia a la causa de su creación, 
mientras que los abstractos están desvinculados de la relación causal que les dio 
origen y por ello es irrelevante que esté mencionada o no en el título de crédito. De 
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modo que si en términos de los artículos 28 y 59, fracción III, del Código Fiscal de 
la Federación, el contribuyente plantea que el origen y procedencia del depósito 
corresponde a un contrato de mutuo verbal o escrito exhibiendo el original o copia 
simple o certificada de un pagaré, este carece de valor probatorio pleno para 
demostrar la existencia jurídica de ese contrato. Se arriba a esa conclusión, porque 
el pagaré al ser un título de crédito abstracto está desvinculado de la relación causal 
que le dio origen, máxime si en su texto no se menciona su causa (origen). Sin duda, 
un pagaré puede extenderse a consecuencia de un contrato de mutuo, pero, carece 
de valor probatorio pleno para demostrar su existencia, en virtud de su abstracción, 
razón por la cual solo tiene valor de indicio, y por ello, el contribuyente debe 
adminicularlo con otros medios probatorios conforme a las particularidades del caso 
y las reglas de la prueba indiciaria. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/24/2024)  

 

JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-2aS-66 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
CONFIRMATIVA FICTA EN MATERIA FISCAL. AL CONFIGURARSE DEBE 
DECLARARSE LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN EXPRESA EN 
VIRTUD DE QUE NO PUEDEN COEXISTIR DOS RESOLUCIONES CON 
RELACIÓN A LA MISMA INSTANCIA.-  

En términos de los artículos 131 del Código Fiscal de la Federación y 14, fracciones 
XII y XIV, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
la autoridad debe notificar la resolución al recurso de revocación dentro del plazo de 
tres meses, y en caso contrario, el particular, a partir de que fenezca dicho plazo, 
podrá interponer el juicio contencioso administrativo. Ahora bien, si la autoridad 
exhibe, en la contestación de la demanda, la resolución expresa y el Tribunal 
concluye que se configuró la confirmativa ficta, porque la autoridad no demostró 
haber notificado la expresa antes de la presentación de la demanda, entonces, debe 
declararse la nulidad lisa y llana de la resolución expresa, pues no pueden coexistir 
válidamente dos resoluciones respecto al mismo recurso. Se arriba a esa 
conclusión, porque si la confirmativa ficta como la resolución expresa son 
resoluciones diversas con existencia propia e independiente, entonces, una vez 
configurada la resolución confirmativa ficta se entiende, por disposición legal, que el 
recurso administrativo fue resuelto en el sentido de confirmar el acto recurrido. Por 
tal motivo es ilegal la resolución expresa emitida o notificada después de 
configurada la confirmativa ficta, pues se está pronunciando con relación a una 
instancia que ya fue resuelta de forma ficta. Finalmente, debe puntualizarse que, en 
este contexto, el Tribunal deberá determinar y motivar, en cada caso, si cuenta con 
los elementos necesarios para pronunciarse respecto a la presunción de validez del 
acto combatido, a través del recurso de revocación, ello con base en el principio de 
litis abierta. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/26/2024) 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

IX-P-SS-429 
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ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO DE BIENES. CONSTITUYE UNA MEDIDA 
DE APREMIO DE CARÁCTER TEMPORAL, POR LO QUE AL NO SER UN ACTO 
DEFINITIVO ES IMPROCEDENTE EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO EN SU CONTRA.-  

De la interpretación armónica a los artículos 40, párrafo primero, fracción III y 40-A 
del Código Fiscal de la Federación, se desprende que la medida de apremio referida 
tiene como finalidad vencer la resistencia de los contribuyentes que impidan de 
cualquier forma o por cualquier medio el inicio o desarrollo de las facultades de 
comprobación, restringiendo temporalmente la libre disposición de los bienes en que 
recae, sin suprimir la titularidad que el contribuyente tenga sobre estos. Por su parte, 
para efectos del juicio contencioso administrativo un acto es definitivo cuando 
constituye el producto final o la voluntad definitiva manifestada por la autoridad, la 
cual podrá expresarse como última resolución dictada para poner fin a un 
procedimiento, o bien, como una manifestación aislada que por su naturaleza y 
características no requiere de un procedimiento que le anteceda. De lo anterior se 
sigue, que el aseguramiento precautorio de bienes es una medida de apremio con 
carácter temporal y no definitivo, al no reflejar el producto final o la voluntad definitiva 
manifestada por la autoridad, ya que en el momento en que cese la conducta que le 
dio origen deberá cesar la medida impuesta; en consecuencia, al no reunir el 
requisito de definitividad para la procedencia del juicio contencioso administrativo, 
el juicio iniciado en su contra debe sobreseerse de conformidad con los artículos 3°, 
párrafo primero, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
2°, párrafo primero, 8, fracción XVII y 9, fracción II, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo.  

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3646/23-17-10-2/654/24-PL-04-04.- 
Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en sesión de 4 de septiembre de 2024, por unanimidad de 9 
votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Chaurand Arzate.- Secretario: Lic. José 
Luis Noriega Hernández. 

(Tesis aprobada en sesión de 20 de noviembre de 2024)  

 

COMERCIO EXTERIOR 

IX-P-1aS-205 

PAGOS POR CONCEPTO DE REGALÍAS CORRESPONDIENTES A 
INFORMACIONES RELATIVAS A EXPERIENCIAS INDUSTRIALES, 
COMERCIALES O CIENTÍFICAS, IDENTIFICADAS COMO KNOW-HOW.-  

En términos del artículo 12 del Modelo Convenio para Evitar la Doble Tributación de 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, se califican como 
regalías, las cantidades pagadas por informaciones relativas a experiencias 
industriales, comerciales o científicas, las cuales de acuerdo con los comentarios al 
citado Modelo Convenio, aluden al concepto de conocimientos prácticos conocidos 
como know-how; por lo que los pagos por dichas informaciones se refieren a la 
transmisión de cierta información no patentada, nacida de experiencias previas que 
tienen aplicaciones prácticas en la explotación de una empresa y de cuya 
transmisión puede derivarse un beneficio económico; además, en los contratos de 
knowhow, una de las partes se obliga a comunicar a la otra parte sus conocimientos 
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y experiencias especializados no revelados al público; lo cual los distingue de 
aquellos otros contratos de prestación de servicios, donde una de las partes se 
obliga, apoyada en los conocimientos usuales de su profesión, a elaborar una obra 
a cuenta de la otra parte. En ese tenor, se concluye que para estar ante un contrato 
de know-how, necesariamente debe existir una transferencia de conocimientos y los 
pagos que se efectúen con motivo de ese contrato se consideran regalías, gravadas 
conforme a la tasa preferencial prevista en el Convenio para evitar la doble 
tributación de que se trate. 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

IX-P-1aS-206 

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA POR DEPÓSITOS BANCARIOS. FORMA DE 
DESVIRTUARLA TRATÁNDOSE DE TRASPASOS ENTRE CUENTAS 
BANCARIAS.-  

Si la parte actora controvierte la determinación presuntiva realizada por la autoridad 
fiscal de conformidad con la fracción III del artículo 59 del Código Fiscal de la 
Federación, al considerar como ingresos los depósitos de sus cuentas bancarias 
que no corresponden a registros de su contabilidad que está obligada a llevar, 
aduciendo que se trata de traspasos entre cuentas propias, tiene la carga de 
demostrar sus pretensiones en términos del artículo 81 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, por lo que debe precisar y exhibir los estados de cuenta y 
demás documentos de donde se advierta dicho traspaso, además ofrecer la prueba 
pericial contable con la que mediante preguntas idóneas se apoye al juzgador a 
dilucidar si existe correspondencia entre las cantidades transferidas, si se registró 
contablemente dicha operación y que además, no se incrementó el patrimonio de la 
enjuiciante. 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

IX-P-2aS-482 

VISITA DOMICILIARIA. LA AUTORIDAD PUEDE FISCALIZAR, DESPUÉS DE LA 
REVISIÓN DEL DICTAMEN DE ESTADOS FINANCIEROS, TODA LA 
CONTABILIDAD, YA QUE NO ESTÁ LIMITADA A SOLO REVISAR LA 
DOCUMENTACIÓN, INFORMACIÓN Y DATOS QUE NO FUERON 
PROPORCIONADOS POR EL CONTADOR PÚBLICO.-  

El dictamen de estados financieros es una opinión sobre la situación fiscal del 
contribuyente, cuyas interpretaciones no obligan a la autoridad, ya que la 
fiscalización de la situación fiscal es una facultad exclusiva del Estado, pues la 
elaboración del dictamen no implica el ejercicio de las facultades de comprobación, 
a través del cual la autoridad determina si los contribuyentes cumplieron o no con 
las disposiciones fiscales. Así, el artículo 52-A del Código Fiscal de la Federación 
dispone que la autoridad podrá ejercer directamente sus facultades de 
comprobación, en contra del contribuyente, en los supuestos siguientes: 1) después 
de haber revisado la información y los documentos proporcionados por el contador 
público, 2) si estos no fueran suficientes para conocer la situación fiscal del 
contribuyente, 3) si no se presentan dentro de los plazos que establece el artículo 
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53-A del referido Código, o 4) si fueron proporcionados incompletos. En este 
contexto normativo, si la actora plantea que la orden de visita es ilegal, porque su 
objeto debió limitarse a la información, documentación o datos que el contador 
público no proporcionó, entonces, el concepto de impugnación debe calificarse 
infundado, porque el referido artículo 52-A dispone que “Habiéndose requerido al 
contador público que haya formulado el dictamen la información y los documentos 
[…], después de haberlos recibido o si éstos no fueran suficientes a juicio de las 
autoridades […], las citadas autoridades podrán, a su juicio, ejercer directamente 
con el contribuyente sus facultades de comprobación.” Sin duda, la literalidad de 
dicha porción normativa ratifica que la intención del legislador no fue limitar la 
facultad de comprobación a la información y documentación que no fue 
proporcionada durante la revisión del dictamen de estados financieros, ya que 
incluso se prevé una hipótesis en la que, aun cuando fue exhibida completamente, 
la fiscalización procede directamente en contra del contribuyente. Sostener lo 
contrario implicaría que el dictamen obliga a la autoridad y que deriva de una 
facultad de comprobación, pues solo a partir de estas premisas incorrectas logra 
deducirse que solo puede revisar la información y documentación que no fue 
proporcionada por el contador público. 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

IX-P-2aS-486 

MATERIALIDAD DE LAS OPERACIONES OBSERVADAS POR LA AUTORIDAD. 
PARA ACREDITARLA ES INSUFICIENTE LA PRUEBA PERICIAL EN MATERIA 
CONTABLE SI ÉSTA SE ENCUENTRA ENCAMINADA A DEMOSTRAR 
ÚNICAMENTE EL REGISTRO CONTABLE.-  

Conforme a lo dispuesto por los artículos 28 fracciones I y II, del Código Fiscal de la 
Federación, y 29 fracciones I y IV, de su Reglamento, para que los registros 
contables tengan plena validez, deben estar apoyados en la documentación 
comprobatoria correspondiente, a efecto de poder corroborar la veracidad de las 
anotaciones que se efectúen en los libros contables y comprobantes fiscales 
emitidos. De modo que, si la prueba pericial en materia contable ofrecida para 
acreditar la materialidad de las operaciones observadas por la autoridad fiscal, se 
limita a evidenciar que se realizó el registro contable de las operaciones 
cuestionadas, y no así a concatenar dicho registro con la documentación 
comprobatoria que sirva de complemento y demuestre la materialización de los 
hechos consignados en los comprobantes fiscales registrados en la contabilidad, 
resulta evidente que dicha probanza es insuficiente, al encontrarse encaminada a 
demostrar únicamente la existencia del registro contable y no ser posible advertir la 
materialidad de las operaciones en cuestión.  

 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 
Imagen: IS. Héctor Rayas. 
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